
MOCIÓN DE FONDO EXPEDIENTE 21824 

 

DE VARIAS DIPUTADAS 
 
Para que el texto que se aporta se tome como texto sustitutivo del expediente 
N°21 824 y se lea de la siguiente manera: 

 
ARTÍCULO 1- Deróguense las siguientes normas: 
 
a) La Ley de Pensiones para Trabajadores de la Junta de Protección Social, 

N.º 1504, de 21 de octubre de 1952. 
 
b) El artículo 31 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades 

Públicas del Sector Telecomunicaciones, N.º 8660, de 8 de agosto de 2008. 
 
c) El tercer párrafo del artículo 55 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario 

Nacional, N.º 1644, de 26 de setiembre de 1953. 
 
d) El artículo 44 de la Ley Orgánica del Instituto Costarricense de Turismo, 

N.º 1917, de 30 de julio de 1955. 
 
ARTÍCULO 2- Refórmense las siguientes normas: 
 
a) El artículo 17 de la Ley de Creación del Instituto Costarricense de 

Electricidad, Decreto-Ley N.º 449, de 8 de abril de 1949, que en adelante dirá 
lo siguiente: 

 
“Artículo 17.-  
Artículo 17.- La política financiera del Instituto será la de capitalizar las 
utilidades netas que obtenga de la venta de energía eléctrica y de 
cualquier otra fuente que las tuviere, en la financiación y ejecución de 
los planes nacionales de electrificación e impulso de la industria a 
base de la energía eléctrica. El Gobierno no derivará ninguna parte de 
esas utilidades, pues el Instituto no deberá ser considerado como una 
fuente productora de ingresos para el Fisco, sino que deberá usar 
todos los medios a su disposición para incrementar la producción de 
energía eléctrica como industria básica de la Nación. El Instituto 
deberá destinar las reservas y fondos constituidos con ese objeto, a 
un fondo de garantías y ahorro del personal permanente, y continuar 
efectuando los aportes correspondientes en una suma del 0.5% 
mensual de los salarios de los funcionarios y empleados que aporten 
al fondo. Estos recursos no podrán ser utilizados para ningún fondo 
de pensiones y jubilaciones. El fondo aportado por el Instituto le 
pertenecerá a éste y será utilizado para los objetivos propuestos, de 
acuerdo con las normas que al respecto dicte su Consejo Director. El 
personal permanente, según calificación del mismo Consejo, deberá 
cotizar para el fondo con una suma no menor del cuatro por ciento 
mensual de sus salarios.” 



 
b) El segundo y tercer párrafo artículo 21 de la Ley Constitutiva de la Caja 

Costarricense de Seguro Social, N.º 17, de 22 de octubre de 1943, que en 
adelante dirá lo siguiente: 

 
“Artículo 21.-  
 
[…] 
 
Todos los trabajadores al servicio de la Caja gozarán de un régimen 
especial de beneficios sociales que elaborará la Junta Directiva. Este 
régimen comprenderá la formación de fondos de ahorro y préstamos, 
un plan de seguros sociales y los otros beneficios que determine la 
Junta Directiva, excepto por el de un fondo de retiro. 
 
A los trabajadores que se retiraren voluntariamente de la Caja a partir 
de la vigencia de esta ley, no se les podrá acreditar derechos en el 
Fondo de Ahorro y Préstamos, por los servicios prestados hasta la 
fecha en que comienza a regir ésta, superiores a veinte mil colones. 
Quedan a salvo los derechos adquiridos al amparo de normas 
jurídicas anteriores.” 

 
 
TRANSITORIO ÚNICO- La liquidación de los fondos derogados por esta ley se 
realizará de conformidad con las siguientes reglas: 
 
a) Los trabajadores activos de los regímenes de contribución definida tendrán 

derecho a que se les liquiden los recursos totales en sus cuentas, que 
incluyen aportes más rendimientos, en un periodo no mayor a 18 meses de 
aprobada esta ley. 

 
Por otro lado, los trabajadores activos de los regímenes de beneficio definido, 
tendrán el derecho a que se les liquiden sus aportes personales y patronales, 
más sus respectivos rendimientos, en conformidad con lo que dispongan las 
normas del respectivo fondo, en un periodo no mayor a 18 meses de 
aprobada esta ley. 

 
Para llevar a cabo las liquidaciones de afiliados que no retiren sus recursos, 
se realizará el traslado de los recursos respectivos a títulos no onerosos hacia 
el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, según lo dispuesto 
en el artículo 75 de la Ley de Protección al Trabajador, N.º 7983, del 18 de 
febrero de 2000 y sus reformas. 
 
En el caso de los afiliados que retiren sus recursos, la operadora de su 
respectivo régimen de pensiones complementarias debe comunicarle por 
escrito que la entrega de estos recursos puede materializar riesgos de 
mercado, el dicho documento debe ser firmado por el afiliado para poder 
retirar sus recursos, con lo que acepta asumir el riesgo citado. 
 



Cualquier remanente que quede una vez realizado el proceso de liquidación 
pasará a formar parte de la provisión de pensiones en curso de pago del 
fondo derogado. 

 
b) Para los fondos de las instituciones en los que aun exista un remanente de 

pensionados, las juntas administradoras de dichos fondos, continuarán 
administrando los recursos del Fondo, para lo cual dichas juntas, deberán 
constituirse como una operadora de pensiones, en los términos establecidos 
en la Ley del régimen privado de pensiones complementarias. Las 
respectivas Juntas garantizarán a los pensionados actuales el pago de sus 
pensiones, de conformidad con la regulación dispuesta originalmente para su 
otorgamiento. 

 
c)  Las personas beneficiarias de los fondos de pensiones y quienes adquieran 

el derecho a la pensión por sobrevivencia e invalidez dentro de los dieciocho 
meses posteriores a la entrada en vigor de la presente ley continuarán 
recibiendo sus beneficios en la forma y con las condiciones en que les hayan 
sido declarados, salvo lo dispuesto en los incisos c), e) y f) de este transitorio. 

 
d) Los beneficios por sobrevivencia que hubiesen sido otorgados con cargo a 

los fondos de pensiones no serán susceptibles de traspaso. 
 
e) En el caso de los fondos de pensiones del Banco Nacional, la Caja 

Costarricense del Seguro Social y el Instituto Costarricense de Electricidad, 
las entidades públicas acatarán un plan de contribuciones hacia su respectivo 
fondo para hacer frente a los beneficios otorgados, estas contribuciones se 
indican a continuación como un monto definido o, en su defecto, como 
porcentaje de los sueldos y salarios, ordinarios y extraordinarios, pagados 
por la entidad pública, y se realizarán durante un plazo definido, según se 
indica a continuación: 

 
i- El Banco Nacional de Costa Rica y sus pensionados, para la correcta 

liquidación del fondo, contribuirán mensualmente con montos anuales, 
por un período de 25 años, en el tanto se presente un déficit actuarial 
en su respectivo fondo, según la siguiente tabla: 

  



 

PLAN DE LIQUIDACIÓN ANUAL 

Período de 25 años 

Montos en colones costarricenses 

AÑO BANCO PENSIONADOS 

2023 * 
     

3,500,346,001.00            986,051,050.00  

2024 
     

7,324,145,784.00          1,486,093,388.00  

2025 
     

7,181,754,191.00          1,960,264,434.00  

2026 
     

7,211,278,102.00          1,954,950,997.00  

2027 
     

7,236,278,713.00          1,948,782,287.00  

2028 
     

7,257,355,339.00          1,942,285,516.00  

2029 
     

2,274,089,031.00          1,935,352,788.00  

2030 
     

7,285,861,084.00          1,927,916,781.00  

2031 
     

7,292,525,697.00          1,920,055,605.00  

2032 
     

7,293,636,858.00          1,910,717,546.00  

2033 
     

7,288,680,203.00          1,900,370,011.00  

2034 
     

7,276,955,405.00          1,888,768,834.00  

2035 
     

7,257,951,793.00          1,875,516,677.00  

2036 
     

7,231,232,063.00          1,860,425,258.00  

2037 
     

7,196,219,952.00          1,843,394,893.00  

2038 
     

7,152,075,233.00          1,824,174,803.00  

2039 
     

7,097,732,617.00          1,802,667,692.00  

2040 
     

7,032,226,028.00          1,779,420,299.00  

2041 
     

6,954,961,471.00          1,753,676,002.00  

2042 
     

6,865,101,707.00          1,724,970,758.00  

2043 
     

6,761,397,836.00          1,693,143,149.00  



2044 
     

6,643,129,771.00          1,658,475,854.00  

2045 
     

6,509,637,772.00          1,620,540,427.00  

2046 
     

6,360,460,516.00          1,579,334,564.00  

2047 
     

6,195,073,455.00          1,534,661,690.00  

2048 
     

6,013,161,652.00          1,486,690,868.00  

TOTALES 
 

173,693,268,274.00        45,798,702,171.00  

   
* Por seis meses: de noviembre de 2022 a abril de 2023 

 
ii- La Caja Costarricense de Seguro Social contribuirá mensualmente el 

1.5% del total pagado en sueldos y salarios, ordinarios y 
extraordinarios, durante un plazo de 35 años, en el tanto se presente 
un déficit actuarial en su respectivo fondo. 

 
iii- El Instituto Costarricense de Electricidad contribuirá mensualmente el 

3,0% del total pagado en sueldos y salarios, ordinarios y 
extraordinarios, durante un plazo de 5 años, en el tanto se presente un 
déficit actuarial en su respectivo fondo. 

 
Las entidades públicas quedan autorizadas para aumentar los porcentajes 
de contribución a su respectivo fondo, con estudios técnicos que respalden 
la decisión en este proceso de liquidación de los regímenes. 
 
La Superintendencia de Pensiones conservará las facultades de supervisión 
y regulación que le otorga la Ley de Protección al Trabajador y la Ley del 
Régimen Privado de Pensiones Complementarias. 
 
En casos de desequilibrio actuarial, las entidades bancarias no deberán 
hacer los aprovisionamientos que normalmente corresponderían por los 
pasivos de estos fondos, de conformidad con la normativa vigente. 

 
f) A la entrada en vigor de la presente ley, las personas beneficiarias de los 

fondos de pensiones estarán obligadas a cotizar 10% del monto de su 
beneficio mensual a favor de la respectiva provisión de pensiones en curso 
de pago. Lo anterior aplica únicamente cuando el fondo del cual es 
beneficiario se encuentre en desequilibrio actuarial. 

 
La cotización establecida en este inciso se suspenderá una vez que el Fondo 
alcance el equilibrio actuarial, pero se restablecerán si se vuelven a presentar 
desequilibrios. Tanto la suspensión de la cotización como el restablecimiento 
de esta deberán contar con la aprobación de la Superintendencia de 
Pensiones. 



 
g) Las personas beneficiarias de los fondos de pensiones de beneficio definido, 

cuyas prestaciones superen la suma resultante de veinte veces la línea de 
pobreza urbana determinada por el INEC contribuirán de forma solidaria y 
redistributiva, a favor de la provisión de pensiones en curso de pago, según 
se detalla a continuación: 

 
i- Sobre el exceso de las veinte veces la línea de pobreza urbana y hasta 

por el veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el treinta y 
cinco por ciento (35%) de tal exceso. 

 
ii- Sobre el exceso del margen anterior y hasta por el veinticinco por 

ciento (25%) más, contribuirán con un cuarenta y cinco por ciento 
(45%) de tal exceso. 

 
iii- Sobre el exceso del margen anterior y hasta por el veinticinco por 

ciento (25%) más, contribuirán con un cincuenta y cinco por ciento 
(55%). 

 
iv- Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un sesenta y 

cinco por ciento (65%). 
 
h) En ningún caso, la suma de la contribución especial, solidaria y redistributiva 

y la totalidad de las deducciones que se apliquen a todos los pensionados y 
jubilados cubiertos por la presente ley podrá representar más del cincuenta 
por ciento (50%) respecto a la totalidad del monto bruto de la pensión o 
jubilación que por derecho le correspondan al beneficiario.  Para los casos 
en los cuales esta suma supere el cincuenta por ciento (50%), respecto de la 
totalidad del monto bruto de la pensión o pensiones, la contribución especial 
se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta por ciento (50%) 
respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión o jubilación. 

 
i) Si al extinguirse el último beneficio quedan recursos en la provisión de 

pensiones en curso de pago, estos pasarán a formar parte del patrimonio de 
la entidad pública correspondiente. 

 
Rige a partir de su publicación. 
 

  


